
 

14-TEG-2011 

TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las quince horas treinta 

minutos del día ocho de noviembre de dos mil doce. 

Advierte este Tribunal que en el presente caso ha culminado el plazo probatorio, en 

virtud de lo cual debe emitirse un pronunciamiento sobre la continuación o terminación 

anticipada del procedimiento, por lo que es pertinente hacer las siguientes consideraciones: 

I. Liminarmente, la denuncia fue admitida por dos situaciones: a) la falta de respuesta del 

señor Pablo Alcides Ochoa, en ese entonces Presidente del Instituto Salvadoreño de 

Transformación Agraria (ISTA) al escrito que se le remitió el diecinueve de abril de dos mil 

diez; y, b) la retardación sin motivo legal de la adjudicación de las tierras ubicadas en las fincas 

El Amparo y Montecristo a veintidós beneficiados de la reforma agraria por parte de los señores 

Pablo Alcides Ochoa Quinteros, Presidente, José Arturo Simeón Magaña Acosta, 

Vicepresidente, Hazel Yolanda Castillo López, José Alfredo Marroquín Rendón, Rolando 

Nicolás Rascón Rosales y Maricela Sánchez de Martínez, directores propietarios; Miguel 

Alemán Velásquez, José Agustín Ventura, José René Hernández Espinoza y Blanca Estela 

Parada, directores suplentes, todos ellos  en esa época miembros de la Junta Directiva del ISTA. 

Por la primera omisión se atribuye al señor Alcides Ochoa la vulneración del deber de 

cumplimiento, regulado en el artículo 5 literal b) de la derogada Ley de Ética Gubernamental, en 

lo sucesivo LEG; sin embargo, a partir de la prueba que consta en el expediente no se ha 

establecido la efectiva recepción de la solicitud de mérito. 

En efecto, la única prueba encaminada a acreditar dicha circunstancia es una copia 

simple de la nota de fecha diecinueve de abril de dos mil diez, la cual carece de firma de su 

redactor y de constancia de recepción. 

Así las cosas, al no haber elementos probatorios suficientes es improcedente continuar 

con la tramitación del procedimiento respecto de esa situación concreta, respecto de la cual 

deberá decretarse el sobreseimiento respectivo. 

II. Con relación a la supuesta retardación imputada a los denunciados en la 

adjudicación de las tierras ubicadas en las fincas El Amparo y Montecristo, al analizar la 

normativa pertinente se aprecia que la inconformidad del denunciante involucra aspectos de 

legalidad que no pueden ser examinados por el Tribunal. 

En efecto, el artículo 71 de la Ley de Creación del Instituto Salvadoreño de 

Transformación Agraria indica que: “El ISTA mediante contratos de venta al contado, venta a 

plazos y arrendamiento con promesa de venta, adjudicará inmuebles destinados para el 

desarrollo de proyectos de transformación agraria, a los beneficiarios que reúnan los 

requisitos que esta ley establece”. 

En estrecha relación, los lineamientos y criterios de trabajo que rigen el proceso de 

asignación y reasignación de inmuebles en los diferentes programas de transferencia de tierras 

que el ISTA desarrolla enlistan una serie de presupuestos que las personas que solicitan la 



 

adjudicación de un inmueble deben cumplir, los cuales deben ser verificados por la Unidad de 

Asignación y Transferencia de Tierras de las diferentes Regiones Agrarias. 

Ahora bien, este Tribunal no es competente para corroborar si el denunciante y las 

restantes veintiún personas supuestamente beneficiadas con las fincas El Amparo y Montecristo 

cumplen los requisitos para convertirse en adjudicatarios de dichas tierras. 

De manera que carece de sentido proseguir con la tramitación del caso al tratarse de una 

mera inconformidad del denunciante que escapa de la competencia de esta institución, por lo 

que se deberá declarar la improcedencia de la denuncia en cuanto a esta situación.  

III. En otro orden de ideas, vista el acta de notificación de folio 1174 el Tribunal advierte 

la imposibilidad para comunicar al señor Pablo Alcides Ochoa la resolución dictada a las nueve 

horas y treinta minutos del cinco de octubre del corriente año, en razón que el mismo ya no 

funge como Presidente del ISTA sino como Ministro de Agricultura y Ganadería. 

Consecuentemente, y a fin de garantizar los derechos del servidor público denunciado en 

mención se deberá realizar ese acto de comunicación y los subsiguientes en las instalaciones del 

Ministerio de Agricultura y Ganadería.   

Por tanto, de acuerdo con las consideraciones precedentes y con base en los artículos 62 

de la Ley de Ética Gubernamental, 21 número 2 de su homónima derogada, 60 y 82 inciso 2º del 

reglamento de esta última, este Tribunal RESUELVE: 

a) Sobreséese este procedimiento en cuanto a la falta de respuesta del entonces 

Presidente del ISTA al escrito de fecha diecinueve de abril de dos mil diez.  

b) Declárase improcedente la denuncia presentada por el señor ********** respecto a 

la retardación sin motivo legal de la adjudicación de las tierras ubicadas en las fincas 

El Amparo y Montecristo atribuida a los otrora miembros de la Junta Directiva del 

ISTA. 

c) Comuníquese al señor Pablo Alcides Ochoa la resolución pronunciada a las nueve 

horas y treinta minutos del cinco de octubre del corriente año en las instalaciones del 

Ministerio de Agricultura y Ganadería. 

d) Tome nota la Secretaría General de este Tribunal de la nueva dirección para realizar 

las notificaciones respectivas al señor Pablo Alcides Ochoa. 

NOTIFÍQUESE. 

 

 

 

 

PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL QUE LO SUSCRIBEN. 
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